Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 43 minutos.) 


-Le damos la bienvenida a quienes nos visitan en el día de hoy: los señores Patricia 
Rodríguez y Ricardo González, y la doctora Ana María Suárez, representantes los dos primeros y 
asesora la segunda, de la Unión de Sindicatos Policiales y del Sindicato de Funcionarios Policiales de 
Montevideo, Sifpom. 


Se encuentra a estudio de la Comisión el proyecto de Ley Orgánica Policial y habiendo 
manifestado su interés en ser escuchados quienes nos visitan, la Comisión los recibe con mucho gusto 
y les cede la palabra. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Mi nombre es Patricia Rodríguez y soy Presidenta de Usip e integrante de 
Sifpom. La concurrencia a esta Comisión tiene el objetivo de manifestar nuestro desacuerdo en varios 
puntos, y ello figura en el proyecto que hemos hecho llegar a los señores Senadores. Queremos 
destacar que estas recomendaciones que venimos a hacer -con el objetivo de que sean escuchadas 
para ver si podemos lograr revertir algunos de esos puntos- fueron formuladas por los asesores 
jurídicos del PIT-CNT, por lo que a nosotros nos da total confianza de que el análisis que se ha hecho 
está garantizado por la Central de Trabajadores. 


Algunos de los puntos que nos convocan serán tratados por la doctora y otros por nosotros. 
En primer lugar queremos hacer referencia a la sindicalización. Nos alegra mucho y nos complace que 
después de tantos años se pueda tener una Ley Orgánica que prevea favorecer la sindicalización de 
los funcionarios policiales en una ley, y no como hasta ahora que se venía haciendo por acuerdos. El 
hecho es que de la mano de esto vienen prohibiciones que nos atarían las manos como sindicato 
porque, por un lado, nos permiten sindicalizarnmos pero, por otro, el proyecto de ley contiene 
determinados artículos que establecen la prohibición de realizar cualquier manifestación pública para 
referirnos a las actividades del Ministerio del Interior o a cualquier otra órbita de este. De esa manera, 
como sindicato policial y, en particular, para mi rol de vocera de prensa, me pregunto de qué puedo 
hablar ante la opinión pública si existe un impedimento para hacerlo sobre los proyectos -ya sea que 
los compartamos o no-, las carencias o cualquier otra situación que afecte a los trabajadores policiales. 
Esa normativa nos limita por completo en lo que hace a la representación de los trabajadores afiliados 
a nuestro sindicato. Asimismo, entendemos que tanto la opinión pública como nuestros compañeros 
tienen el derecho a que cualquier iniciativa sea transparente y se haga pública. Sin dudas, esas 
disposiciones nos perjudican como sindicato. 


Por otro lado, se ha limitado el derecho a la huelga y, al respecto, solicito a los señores 
Senadores que se informen acerca de la opinión del PIT-CNT al respecto. Concretamente, la Central 
sindical establece, luego de una completa enumeración, todos los pactos hechos por nuestro país en 
esta materia que se están violando con esta legislación. En realidad, lo que no puede hacerse es 
establecer prohibiciones en cuanto a que el sindicato disponga de un elemento de coacción, pero sí se 
acepta que exista reglamentación en la materia. Cabe aclarar, además, que en el Ministerio del Interior 
no solo hay funcionarios ejecutivos, es decir armados, sino que también hay un sector administrativo, 
de identificación civil y algunos especializados. En definitiva, los trabajadores de nuestro sindicato 
deben contar con una alternativa a la huelga, en caso de que ese derecho no pueda ejercerse. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- A los efectos de ampliar lo manifestado por mi compañera, quiero decir que el 
artículo 35 del proyecto de ley reconoce el derecho a la sindicalización, pero está expresamente 


prohibido el ejercicio de la huelga, la concentración, las manifestaciones con armas o uniforme, las 
ocupaciones de los lugares de trabajo, así como la obstaculización del libre acceso. Pensamos que tal 
vez la huelga para la Policía resultaría una medida excesiva, pero entendemos que debe existir una 
medida compensatoria. 


El artículo 37 determina -tal como señalaba mi compañera- que no se puede realizar 
manifestaciones contra los Poderes del Estado -o sea, no se puede decir lo que está bien o lo que está 
mal- y expresa: «El personal policial tendrá las siguientes prohibiciones: A) Realizar manifestaciones 
que atenten contra el respeto a los Poderes del Estado, sus autoridades o formulen críticas sobre la 
organización y estructura de la institución, gestión y políticas adoptadas por autoridades». Entonces 
¿para qué estaría el sindicato? ¿Cómo podemos decir que está mal o bien si no lo podemos 
manifestar? Quiere decir que tendríamos que hablar en la prensa de cualquier cosa menos de lo que 
entendemos que se podría mejorar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de pasar a otro punto quiero referirme al material que hicieron llegar a 
la Comisión. En la documentación sobre el proyecto de Ley Orgánica Policial hay un informe elaborado 
directamente por un abogado pero no está firmado, y supongo que se trata de los abogados del PIT- 
CNT a los que ustedes hacían referencia. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- El que dice: Informe sobre el proyecto de ley Orgánica Policial fue elaborado 
por la sala de abogados del PIT- CNT, y el otro, por otro abogado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La opinión que aquí se manifiesta dice que las legislaciones nacionales 
pueden conceder o no el derecho de huelga a los sindicatos policiales o de personas que utilicen 
armas o representen la fuerza pública, y agrega que en el caso de que no se le reconozca el derecho 
de huelga debe otorgarse garantías compensatorias. Me parece que es claro en el sentido de que de 
acuerdo con las normas internacionales vigentes cada país puede otorgar o no el derecho de huelga, 
por ejemplo, a los sindicatos policiales. Hago esta puntualización porque considero de extraordinaria 
lealtad de parte de ustedes que hayan aportado a la Comisión un material que está en contra del punto 
de vista que ustedes sostienen, porque me queda claro que el sindicato es contrario a las normas 
contenidas en el proyecto de ley en cuanto a que no reconoce el derecho de huelga de los sindicatos 
policiales, pero ustedes han aportado una opinión doctrinaria de abogados del PIT-CNT que sostiene 
que eso es correcto, que el Estado puede hacerlo sin violar las normas internacionales vigentes. 


SEÑORA SUÁREZ.- Entendemos que lo primordial es el derecho a la sindicalización y también el 
derecho a la huelga. Es cierto que a nivel nacional e internacional cada Estado puede legislar y 
reglamentar ese derecho, pero vemos que acá se está prohibiendo; estas son dos cosas diferentes. 
Acepto que se pueda reglamentar el derecho de huelga porque la calidad de que quienes integran el 
sindicato es muy especial: son policías, y los policías ejecutivos siempre están armados, uniformados y 
representan la autoridad del Estado. Pero no es lo mismo decir que no pueden hacer huelga. Porque, 
si no podemos hacer huelga, ¿qué podemos hacer? Dentro del Ministerio del Interior hay varios 
escalafones: ejecutivo, administrativo y técnico especializado. El único que está armado y uniformado 
es el ejecutivo, pero cuando se prohíbe el derecho de huelga es para todos. 


Por otro lado, cuando se ha organizado algún movimiento nunca han ido armados y siempre 
lo han hecho fuera del horario de servicio. La Policía lo tiene bien claro y esa sí es una forma de 
reglamentar. Se puede decir: «Muchachos: pueden hacer una reunión, salir a manifestar una protesta, 
efectuar una caravana o lo que sea, pero deben cumplir con determinados requisitos: no pueden estar 
armados ni dentro del horario de servicio». Cumpliendo con estos requisitos se otorga el derecho a 
hacer una huelga, un reclamo o a poder hablar. Pero aquí se está limitando la libertad de expresión y la 
autonomía sindical, porque si se impone que no se puede hacer nada, ya se está dentro de la 
autonomía del sindicato. Es decir que se están violando normas generales y normas internacionales. El 

PIT-CNT hace referencia a que el Estado puede establecer prohibiciones o reglamentaciones, pero 
nosotros consideramos que dentro de eso tenemos derecho a pedir que no se nos prohíba hacer una 
huelga. 


SEÑOR MICHELINI.- Creo que algunos de los fundamentos que nos trasmite nuestra visitante deben 
ser analizados. Si prosperara la voluntad de la mayoría de aprobar el proyecto de ley a pesar de que 


existan algunas observaciones, como esta norma regiría a partir del 1% de enero de 2016, podríamos 
convocarlos para conversar sobre alguna de estas cosas y ajustar el texto en ese lapso. Es cierto que 
quizás, viéndolo en negro sobre blanco, se lo pueda interpretar como un texto restrictivo, pero ello en 
comparación con otras realidades. Sin embargo, también es cierto que esta normativa es un avance 
con respecto a la realidad actual, que es mucho más restrictiva, y ni que hablar con respecto a la 
situación anterior, donde quien hubiera intentado sindicalizarse habría sido sancionado. 


En síntesis, solicité la interrupción para señalar que, si al final se aprueba el proyecto de ley, 
debe haber una especie de transición a efectos de dar lugar a la formación de una cultura, en la que no 
esté plasmada una restricción -tal como se nos plantea-, pero que exista una importante 
responsabilidad de parte de los miembros de la Policía, incluso de aquellos servicios que no son 
armados, porque este es un sector vital de la población. En la parte de servicios científicos, por 
ejemplo, hay gente que analiza un ADN, gente que trabaja con una máquina, que no está armada ni 
hace práctica de tiro porque no es su vocación, pero que con su tarea quizás pueda descubrir 
rápidamente detalles relacionados con un delito o un homicidio. En ese caso, el material genético se 
podría estropear o perder en el período que dure una huelga. Por eso, insisto, si la ley se aprueba, este 
año deberíamos dialogar para ver si podemos ajustar algunos de los términos que plantea la 
delegación, pero desde la perspectiva de una cultura de responsabilidad, de modo que todo esto no 
vaya para atrás. 


SEÑORA SUÁREZ.- Me gustaría aclarar la situación del derecho a la huelga. Dadas las 
características de los funcionarios del Ministerio del Interior, se debería tener en cuenta que en nuestra 
legislación existe la posibilidad de ser cubiertos por otros funcionarios en caso de huelga. De esa 
manera, nosotros hacemos una huelga pero el servicio está cubierto por una guardia sindical o 
funcional. Aclaro que no me referí solamente a los ejecutivos, sino también a los demás: todos 
pertenecemos al Ministerio del Interior, al escalafón policial, y todos formamos parte del sindicato, 
porque al ser policía, no importa si se es ejecutivo, administrativo o especializado. Creo que más que 
prohibir se debería reglamentar pero dejándonos en libertad de poder ejercer el derecho a la huelga, a 
la sindicalización, a la libre expresión, a poder negociar, conversar y hablar. Si no podemos 
expresarnos en contra de la autoridad, ¿cómo negociamos? No podemos. Cuando se forma un 
sindicato es para tratar de solucionar los problemas con el jefe, la autoridad o el empresario. Si no 
podemos hablar; si no podemos dirigirnos a la autoridad para señalarle que algo está mal porque 
perjudica económicamente a los policías, tal como ocurre en el tema de las sanciones, no podemos 
negociar, porque en los hechos no se nos da ese derecho. Si nos prohíben hablar sobre todo lo que 
contradiga a la autoridad, no solo se viola el derecho constitucional a expresarnos, sino que, a pesar de 
que esa es la razón de ser de un sindicato, nos dejan sin derecho a negociar y a conversar para 
solucionar los problemas de la Policía. El Sindicato no se crea porque sí, sino para proteger los 
derechos de los funcionarios policiales, cuando consideramos que son violentados o perjudicados. En 
ese caso, ¿con quién tenemos que hablar? Con la autoridad. Pero si no se puede hablar, no se puede 
negociar. Seguimos igual y el Sindicato pierde su naturaleza. Al igual que el PIT-CNT reconocemos que 
la legislación puede reglamentar la actividad sindical. Por eso lo que planteamos a los señores 
Senadores es que no se establezcan prohibiciones, tal como se dice en el proyecto de ley, sino que se 
reglamente, pero que se nos permita funcionar como Sindicato. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Para no quedarnos solo con el tema de la huelga y que no se pierda de vista 
los demás temas que venimos a plantear, quisiera plantear lo siguiente. 


El señor Senador Michelini decía que la propuesta de este proyecto de ley es mejor que la que 
ha regido hasta ahora y que no había que volver atrás. Sin embargo, si esta iniciativa se aprueba tal 
como está en cuanto a la libertad de expresión, volveríamos mucho tiempo para atrás. En realidad, 
esto fue un avance no solo para los sindicatos, sino también para los trabajadores en su conjunto, ya 
que pudieron mostrarle a la sociedad una visión distinta de la que se tenía del funcionario policial. De 
esa forma se pudo ver el lado humano del funcionario policial y a eso se ha comprometido este 
Sindicato. Es decir, a mostrar que el policía no deja de ser un trabajador con muchas obligaciones por 
el cargo que ostenta pero también con muchos derechos, los que por muchos años les fueron 
negados. Gracias a que salimos a la opinión pública y empezamos a figurar en los medios, pudimos 
lograr revertir la visión que tenía la sociedad de nuestros compañeros. El hecho de que se nos prohíba 
salir en la prensa, sería ir muchísimos años para atrás en cuanto a los derechos que hemos alcanzado 


con mucho sacrificio, con mucho trabajo hasta el momento y con mucha responsabilidad por parte de 
los sindicatos policiales en este país. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Queremos dejar en claro lo siguiente. En todas las medidas que ha adoptado el 
Sindicato siempre se tuvo en cuenta a la población. Somos treinta mil policías en el Uruguay y nunca 
se ha hecho nada que altere la seguridad pública del país. Cuando se ha ido al Ministerio a plantear 
determinados temas, el Sindicato siempre ha puesto sobre la mesa que no se puede dejar 
desprotegido a nadie; es decir que primero está la población. 


Reitero, somos treinta mil policías en el país. Si se tiene que tomar alguna medida, policías 
hay de sobra para cubrir la seguridad y para ejercer el derecho que pedimos que se respete. Lo que 
queremos decir es que, en ese sentido, nuestra petición se podría contemplar. 


SEÑORA SUÁREZ.- En base a la naturaleza del Sindicato, quisiera realizar dos precisiones que tienen 
que ver con el proyecto de ley porque afectan directamente a los escalafones bajos de la Policía, a los 
agentes. 


Por un lado, cuando se aplican las sanciones, si bien se reconoce -eso es meritorio de la ley- 
que hay derecho a una vista previa, se fija un plazo de cinco días. Trabajo con los funcionarios y me he 
cansado de presentar recursos y de dar vistas, por lo que puedo decir que cinco días no dan; no son 
suficientes diez días, menos lo son cinco. Hay que tener en cuenta los escalafones de los que estamos 
hablando. Por ejemplo, tenemos policías que tienen un régimen de semana por semana. Durante esa 
semana el policía está dentro de la Unidad y para poder salir tiene que pedir una orden. Si la autoridad 
lo autoriza, puede salir y llevar la sanción al abogado para poder presentar los recursos 
correspondientes. 


A su vez, tenemos policías que trabajan con un régimen de tres por dos, es decir, trabajan tres 
días y descansan dos. Se les notifica cuando entran en el horario de servicio y quedan dos días sin 
poder moverse. En los tres días restantes tienen que ubicar al abogado y llevarle la copia, si se trata de 
una vista. La sanción es previa a la vista, luego está el informe. A propósito, debo señalar que nos 
tenemos que hacer del informe y, aunque no lo crean, en la realidad hay muchas unidades que no nos 
dan la copia del informe y ni siquiera fotocopia del expediente. Esto significa que tenemos que andar 
peleando uno o dos días para lograr esa fotocopia y recién después podemos hacer el escrito para 
contestar la vista. 


En resumen, en cinco días es muy difícil hacer esto teniendo en cuenta los regímenes de 
semana por semana o de tres por dos días. Estos regímenes de trabajo lo tienen, por ejemplo, los 
funcionarios carcelarios. 


Además, hay mucha gente que es del interior. Como Sindicato, no solo abarcamos Montevideo sino 
también al interior, que es mucho más complicado porque hay departamentos que son muy accesibles, 
pero otros que no lo son en absoluto. 


Volvemos a lo mismo: tenemos que preparar el escrito sin haber visto los informes ni los 
expedientes para tratar por lo menos de hacer algo para que a ese funcionario no lo sancionen. Antes 
las sanciones eran de uno, dos o tres días pero ahora no bajan de cuatro, cinco y hasta quince días. 
Económicamente el funcionario queda sin dinero, porque cobrarán el 30% o el 35% a partir de enero, 
pero dejan por fuera préstamos, alquileres y retenciones. También hay que decir que el descuento de la 
multa lo hacen previo a la retención de pensiones alimenticias, siendo que tenemos una ley que 
determina que estas se incluyen en el primer orden de descuento. Sin embargo, primero descuentan la 
multa y después las retenciones de pensiones alimenticias. 


De modo que, cinco días para una defensa, es muy poco. Además, si existe el Decreto N* 
500 para funcionarios públicos que dice que el plazo es de diez días, ¿por qué se diferencia a la 
Policía, que se incluye dentro de lo que es la Administración Pública general? Los policías también son 
funcionarios públicos y, entonces, que no se discrimine a un funcionario que está trabajando toda una 
semana en régimen de tres por dos, con presos, en la calle, en la Jefatura, cumpliendo guardias -que a 


veces no pueden cubrirla-, el Servicio 222 o custodiando espectáculos públicos. Nos dan los tiempos 
como para andar corriendo detrás de un abogado para que haga una defensa. Me parece que lo más 
lógico son diez días y esto es acorde a derecho porque hay un decreto que nos dice que tenemos una 
vista por diez días y ¿por qué vamos a hacer una diferencia? 


Otro tema que nos interesa plantear respecto a la Policía es la prescripción de la sanción. Si 
no me equivoco, la prescripción es de noventa días, lo que es contradictorio porque dan una vista de 
cinco días pero el funcionario puede estar noventa sentado esperando a ver si el superior lo va a 
sancionar o no por un hecho que cometió, por una falta que puede considerarse como tal o no. Creo 
que si se trata de una falta grave el superior va a sancionar enseguida. Entonces, ¿por qué esperar 
noventa días? Lo más lógico sería que el plazo fuera de treinta días; si dan una vista a cinco o diez 
días, a los treinta días el superior ya tuvo la vista, la contestación y puede perfectamente sancionar si 
lo considera pertinente. El funcionario no puede estar esperando noventa días para ver si el hecho - 
supuestamente, una falta cometida- va a ser sancionado o no y por cuánto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cuál es el plazo actual de prescripción? 
SEÑORA SUÁREZ.- No hay. 


Relacionado con esto también quiero decir que, tomando en cuenta el Decreto N* 500, 
cuando recurrimos pedimos la suspensión de la multa. Esto nunca me lo han concedido, o sea que 
recurro pero igual van y descuentan. Después, si uno gana el recurso, hay que pedir que paguen y 
puede pasar un año para que devuelvan el dinero. 


En síntesis, pienso que hay que defender al policía porque está muy desprotegido, pero no 
podemos hacerlo con una ley que más que darle derechos, se los está sacando pues le quita 
posibilidades de defensa. 


Entiendo que la realidad es muy diferente: una cosa es el papel y otra muy distinta es el 
Ministerio del Interior, que tiene muchos tipos diferentes de funcionarios, sometidos a un régimen 
disciplinario y a una autoridad que está ahí. La autoridad viene, sanciona, te descuenta, y si lográs 
después ganar el recurso, bien, y si no, mala suerte. A veces hay sumarios que están dos o tres años 
en proceso, y con el criterio de que la Administración puede resolver en cualquier momento hay 
sumarios que están desde hace tres o cuatro años, quedando ese policía atado a un sumario y con la 
expectativa en cuanto a qué va a ser de su futuro porque, inclusive, este puede terminar en una baja 
de su cargo. Y lo que es peor: hoy en día no es necesario hacer un sumario para rescindir un contrato 
si se considera que hay una falta grave. Entonces, actualmente existen criterios de la autoridad que 
indican que si yo cometí una falta grave me pueden dar de baja sin posibilidad de vista ni de defensa 
alguna; lo único que puedo hacer después es presentar un recurso, y creo que eso no debería ser así. 
Si cometí una falta grave, tengo derecho constitucional a que, si me van a hacer algo, debe ser un 
sumario. Sin embargo, hoy por hoy hay una cantidad de contratos rescindidos basados en eso: como 
es falta grave no es necesario hacer sumario y se va directamente a la rescisión del contrato. 
Entonces, la realidad es muy diferente. 


Es por eso que nosotros pedimos no limitar más los derechos del policía, sino al contrario: 
tienen que darle más libertad para que pueda realmente ejercer una función. ¿Por qué hoy tenemos 
tantos policías estresados? ¿Por qué hoy tenemos tantos policías con problemas? Es claro que ello 
ocurre porque, por ejemplo, me dicen que tengo que hacer una guardia de ocho horas, y al terminarla 
me comunican que por falta de personal debo cubrir el Servicio 222 -aunque no pedí para hacerlo igual 
tengo que cubrirlo-, con lo cual cumplo un servicio de ocho horas más, por lo que estoy 16 horas 
trabajando, sin descanso, para después volver a las siete u ocho horas, a cumplir el servicio 
nuevamente. Son realidades muy difíciles. La situación del policía es muy difícil. Entonces, ¿para qué 
están los sindicatos? Para tratar de buscar esas soluciones. Pero si al sindicato le limitan los derechos, 
el perjudicado no es solamente el sindicato, sino también la Policía. Este es uno de los temas del 
proyecto de ley que considero más importante. 


Asimismo tenemos otro punto que cuestionamos y es el de que el jubilado, por cuatro años, 
tampoco puede realizar ningún tipo de expresión. Me parece que eso tiene que ver con el Ministerio de 
Defensa, pero nosotros no somos Ministerio de Defensa, sino del Interior. No entiendo por qué después 
de jubilado hay que estar cuatro años sin poder decir nada. ¿Dónde está la libertad de expresión? 
¿Dónde está el derecho a hablar? ¿Dónde está el derecho a solucionar? No podemos hacer nada. 
Además, si uno habla, hay elementos legales para decir que por difamación, por injuria, se puede 
procesar a alguien, llevarlo a juicio. Hay elementos para ello y, por lo tanto, no es necesario que se 
establezca que por cuatro años tiene que cerrar la boca y nada más. Creo que perfectamente se puede 
evitar eso. Y si se va de boca -pido disculpas por la expresión-, creo que en nuestro ordenamiento 
jurídico hay elementos legales que lo pueden hacer responsable y sancionarlo por lo que ese policía 
haya dicho infundada, injustificada o ilegalmente; no es necesario ponerle un bozal por cuatro años. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Con relación a lo último que dijo la doctora, quiero agregar que nos parece 
que se confunde un poco la militarización con nosotros, que somos de carácter civil, como lo dice la 
Ley. Habría que tener en cuenta eso. 


Otro aspecto que queríamos destacar es que en el proyecto de ley se mantiene que el policía 
lo es las 24 horas del día, excluyéndolo de trabajar en otras tareas que estén relacionadas con las de 
seguridad o similares. Nos parece que, en realidad, si hay una prohibición de trabajar, en primer lugar 
nos limita un poco la libertad para trabajar, establecida en la Constitución. Además, tampoco se 
compensa, de ninguna manera. Si bien el policía lo es las 24 horas, no se le paga ni una exclusividad 
por la tarea ni tampoco un full time por ella y sin embargo, se lo tiene todo el tiempo a disposición. 
Como decía la doctora, tenemos grandes problemas con los funcionarios policiales por las demandas 
que emanan de la propia tarea que realizan y así aparecen con problemas psíquicos graves. Por otro 
lado, es sabido por todos nosotros que no podemos vivir solamente con un sueldo de policía. Si bien 
hubo mejoras salariales, no alcanzan para vivir con el sueldo de un policía. Entonces, de ese modo, le 
limitamos el derecho al trabajo al funcionario policial y no le damos ninguna compensación para que él 
solo se dedique a la tarea de funcionario policial. 


SEÑORA SUÁREZ.- Complementando lo que dijo mi compañera, quisiera agregar que estamos en un 
sistema por el cual al horario del servicio se agrega la cobertura del Servicio 222, que ahora son menos 
horas porque está limitado por ley. Hay personas que no hacen este servicio pero igual se los llama 
para cumplirlos por falta de personal. A todo esto se agregan los cambios constantes porque hay 
horarios rotativos y quizás hay un funcionario que hace un servicio de tres por dos y luego la 
superioridad le dice que eso va a cambiar y que va a trabajar todos los días o día por medio. Eso hace 
que a los policías les sea imposible conseguir otro trabajo fuera del horario de servicio y, por lo tanto, 
se les quita el derecho al trabajo. Obviamente, esto afecta no solo al policía sino también a su familia. 
Además, hay que tener en cuenta que estamos en un sistema en el que no hay compensación por 
estar a la orden. También ahora tenemos el servicio de retén, lo que implica que aunque un funcionario 
esté libre se lo puede llamar para hacer un retén de doce horas. Con esto se limita la posibilidad de 
descansar. 


En consecuencia, si un policía consigue un trabajo fuera de su horario de, por ejemplo, 
panadero, no lo puede mantener, porque los cambios de horario no se lo permiten, ya que todo 
depende de que haya suficientes funcionarios en el servicio. En lo personal, no estoy de acuerdo con 
ese concepto de que un funcionario policial es policía las veinticuatro horas. Considero que el policía 
es un trabajador más que debe tener su horario de trabajo, su carga horaria semanal y un servicio que 
cumplir. Fuera de ese horario, los policías son iguales a cualquier otro ciudadano, tal como lo establece 
la Constitución y si, por ejemplo, presencia un delito en la calle, puede intentar impedirlo o apresar un 
delincuente, pero nadie puede ser policía las veinticuatro horas. Entonces, si tenemos que trabajar más 
y se nos va a exigir cumplir horarios que no pedimos pero que de todos modos tenemos que hacerlos 
porque, de lo contrario, nos sancionan, nos hacen descuentos del sueldo y nos perjudican 
económicamente, lo lógico es que nos den algo para compensar esos otros trabajos que no podemos 
tener. Por lo tanto, lo que decimos es que si nos van a sacar derechos, nos den algo a cambio como 
forma de alentarnos. Si solamente se exige y se exige al policía, ¿cómo se lo alienta? La verdad es 
que no hay ninguno, porque lo único que se hace es exigirle que trabaje y trabaje, que cumpla su 
función las veinticuatro horas, que cumpla los servicios y lo haga bien porque, de lo contrario, tendrá 
una sanción pecuniaria que le afectará el bolsillo. Además, hay que tener en cuenta que se descuentan 
los cinco días en un solo sueldo en lugar de hacerlo en dos o tres meses. Entonces, cuando el 


funcionario va a cobrar se encuentra con que no tiene nada de dinero, por lo que no podrá afrontar los 
gastos de la familia y las deudas que tengan. Lo cierto es que la situación del policía es muy difícil. En 
consecuencia, démosle libertad, más amplitud y más derechos para que pueda trabajar bien. En la 
actualidad, los policías tienen muchos problemas y eso se puede ver en el hecho de que tenemos una 
clínica de estrés que está saturada y una cantidad de funcionarios amparados por el STIP. Para poder 
acceder a este subsidio, los policías deben pasar por la Junta Nacional de Aptitud, la que constata si 
están imposibilitados para trabajar. Eso no ocurriría si los policías no estuvieran tan estresados. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Otro aspecto del proyecto de ley que nos resulta llamativo es que no se hace 
mención alguna a la ley de negociación colectiva en el sector público y tampoco a la ley de protección y 
promoción de la libertad sindical. Creo que esto se puede vincular a lo que decía la doctora 
anteriormente, ya que no se prevén compensaciones pese a que se nos obliga a trabajar en horario full 
time y tampoco tenemos un ámbito donde plantearlo. 


SEÑORA MOREIRA.- Antes que nada quiero agradecer a la delegación por su presencia, y aprovecho 
para hacer dos o tres preguntas con respecto a los artículos 35 y 37 que refieren a las prohibiciones. 


El literal A) del artículo 37 dice: «Realizar manifestaciones que atenten contra el respeto a los 
Poderes del Estado, sus autoridades o formulen críticas sobre la organización y estructura de la 
institución, gestión y políticas adoptadas por autoridades». Supongo que estarán de acuerdo con la 
parte del respeto a los Poderes del Estado, por lo que les pregunto si el desacuerdo es con relación al 
impedimento que se establece para formular críticas sobre la organización y estructura de la institución, 
gestión y políticas adoptadas por autoridades. Concretamente, pregunto si hay un desacuerdo con todo 
el literal o más bien con la parte del impedimento para formular críticas, porque a mi juicio la primera 
prohibición va de suyo. Entonces, quizá la parte problemática es que no se puedan formular críticas 
sobre la organización y estructura de la institución, gestión y políticas adoptadas. 


En relación con el artículo 35, relativo al derecho de huelga -imagino que la ocupación del 
lugar de trabajo e impedir el libre acceso al mismo, la obstaculización del normal desarrollo de las 
actividades, es algo que va de suyo-, quisiera saber si han pensado en hacer una reglamentación 
especial para el derecho de huelga en el cuerpo policial, y si tienen alguna redacción alternativa que 
nos pudieran proporcionar con respecto a este literal de la sindicalización. 


No voy a opinar sobre la cantidad de días hábiles, porque como conversaba con el señor 
Senador Moreira, está bien que quieran asimilarse al régimen general del Estado que es de diez días. 
Quiero decir que la discusión sobre los cuatro años de vigencia que figura entre las prohibiciones fue 
planteada por el señor Senador Rosadilla durante la visita del Ministerio del Interior. 


Con respecto a la incompatibilidad de funciones, el literal E) del artículo 37 dice que se 
prohíbe realizar trabajos que por sus características puedan afectar la imagen o decoro de la 
Institución; entiendo que estén de acuerdo con esto. Entonces, quisiera saber especificamente cuál de 
las prohibiciones es la que a ustedes les parece más problemática. La primera de ellas, que figura en el 
literal C) -es la prohibición que afecta la doble condición de policías y abogados-, establece: «Quienes 
reúnan la doble condición de policías y de profesionales del derecho (doctor en Derecho, abogado, 
procurador), no podrán intervenir en el asesoramiento, defensa o cualquier otro servicio ajeno al 
específicamente policial, de personas físicas o jurídicas que estuvieran directamente involucrados en 
los procedimientos policiales donde hubieran participado». Esta es una prohibición respecto de una 
circunstancia específica y no total; la otra es la de los peritos. Luego estaría el literal F) -esto es lo que 
entiendo por lo que ustedes dicen y por ello quisiera que me especificaran un poco las prohibiciones 
que los afectaban más-, que prohíbe: «Realizar tareas de vigilancia, custodia o asesoramiento en 
materia de seguridad, fuera del ámbito del Ministerio del Interior». En resumen, me gustaría que me 
dijeran cuál de estas prohibiciones les parece que tendría mayores impactos y sería más difícil de 
asimilar para la naturaleza de la función que realizan. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Nos preocupa el artículo 35, que habla sobre algunos derechos del personal 
policial en actividad. Asimismo, ocurre algo similar con el artículo 37, porque nos limitaría el diálogo en 
nuestro accionar como sindicato al no poder decir a la opinión pública cuando algo está mal. En ese 


sentido, quiero decir que también hemos salido a hablar cuando algo está bien, y hemos hecho cosas 
en conjunto. 


SEÑORA SUÁREZ.- En realidad, en cuanto al tema de las prohibiciones, todas tienen sus cosas 
malas. Obviamente, se agrava más la situación en el caso del agente policial que no puede trabajar en 
otro lado y no recibe ningún tipo de compensación por ello. 


Ahora bien, un funcionario que tenga una profesión, no tiene por qué dejar de ejercer la 
función. En todo caso, lo que podrá limitarse es el asesoramiento en contra del organismo para el cual 
trabaja, pero sí podrá asesorar a otros organismos. Fui funcionaria pública y siempre lo hice sin 
problema ninguno; lo que no se puede es asesorar en contra del organismo para el cual uno está 
trabajando porque forma parte de él, pero puede perfectamente asesorar a otro en forma 
independiente. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Algunos artículos de este proyecto de ley fueron analizados con 
representantes del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y lo que ellos decían era que el objetivo del 
literal F era garantizar que el funcionario no trabajara más horas de las que desempeña en su función, 
lo que limita la práctica de seguridad en otros lugares. Esto no nos parece lógico porque si bien no 
puede trabajar en el sector de seguridad, sí podría hacerlo, por ejemplo, como mozo. Lo que me 
parece que va en desmedro del funcionario es el hecho de que se lo capacita y es profesional en su 
tarea -como dice la Ley Orgánica Policial- pero esa capacitación no la puede aplicar en ningún otro 
lugar que no sea el Ministerio del Interior. 


SEÑORA SUÁREZ.- En cuanto a las prohibiciones, también está el literal B, que se refiere a las 
sustancias ilícitas. Habida cuenta de que se ha aprobado una nueva ley sobre marihuana, nos gustaría 
saber cómo se va a aplicar en el caso del policía. Hoy por hoy, aunque no dentro del lugar de trabajo, 
se puede consumir marihuana, entonces este literal estaría fuera de lugar. Habría que actualizarlo 
porque no corresponde. 


SEÑOR MOREIRA.- Según dijeron, este tema se debatió en el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social. Me gustaría saber si ustedes participaron de la elaboración del proyecto de ley. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Sí, trabajamos junto con el Ministerio, sobre todo en lo que tiene que ver con 
la elaboración del régimen disciplinario pero, posteriormente, el proyecto fue unilateralmente 
presentado por el Ministerio del Interior y no se tomaron en cuenta las modificaciones que habíamos 
propuesto en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- En cuanto al tema que mencionaron mis compañeras de que no se pueden 
realizar tareas de vigilancia fuera de la órbita del Ministerio del Interior -que sería la «especialidad» de 
los policías-, esa prohibición ya estaba incluida en la última Ley de Presupuesto, si no me equivoco en 
el artículo 202 o en el 209. Como decía mi compañera Rodríguez, desde hace un tiempo se venía 
planteando tanto a nivel del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social como también en otras instancias 
que hubo, la posibilidad de modificar eso para ver si se podía eliminar esa prohibición. 


Para redondear el tema, quiero decir que hay policías que han hecho el curso de Licenciatura 
en Seguridad Pública pero no pueden ejercer. Si no pueden trabajar en otro lugar que no sea el 
Ministerio del Interior, tienen solamente un título de licenciados pero nada más. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera saber qué es la Orden N* 12 a que se hace referencia en el texto 
que nos entregaron. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- La Orden N* 12 es la que establece sanciones para los funcionarios 
mediante multas pecuniarias. Digo «multas» porque hasta el momento son multas pero en cuanto se 
apruebe la nueva Ley Orgánica Policial pasarán a ser suspensiones. Este es un ítem aparte; en 
realidad, llevamos años peleando por que se deje sin efecto esta Orden N* 12 ya que esclaviza a los 
funcionarios policiales. Si, por ejemplo, cuando les ponen una sanción de tres días, les descuentan la 
totalidad de esos tres días pero igual tienen que ir a trabajar gratuitamente. Eso es lo que sucede 


ahora, pero la nueva Ley Orgánica Policial cambia la multa por una suspensión, entonces si bien les 
van a seguir descontando esos días en caso de ser sancionados, no tienen que trabajarlos, como 
corresponde. 


Fue una lucha que tuvimos a lo largo de este tiempo. Desgraciadamente, no pudimos hacer 
que la situación se revirtiera pese a que el Parlamento enviara una nota relativa a los derechos 
humanos; en ella se establecía que la situación planteada estaba mal. También el Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social propuso al Ministerio del Interior que dejara de actuar de esa manera. A su vez, el 
PIT-CNT también intervino, pero la situación no cambió. 


Es por esa razón que llegamos a esta instancia en la que, supuestamente, tenemos que 
esperar a que este proyecto de ley se apruebe para poder dejar esta situación sin efecto. 


SEÑORA SUÁREZ.- A lo ya comentado quiero agregar que al funcionario se le aplica la multa, se le 
descuenta, tiene que ir a trabajar, pero no puede hacer el Servicio 222. Si el funcionario trabaja, ¿por 
qué no puede hacer el Servicio 222? Y si le aplican una multa, ¿por qué tiene que ir a trabajar? 


Nosotros consideramos que es una triple sanción: aplican la multa -que es pecuniaria-, obligan 
a ira trabajar sin pagar y, además, quitan la posibilidad de hacer el Servicio 222, todo lo cual va al 
legajo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradeceríamos nos hagan llegar una copia de la Orden N* 12 a la 
Comisión. 


Disculpen, me aclaran de Secretaría que ya tenemos ese material. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Disculpe, señor Presidente, pero si necesitan más material, podrían solicitarle a 
la Comisión Especial de Derechos Humanos el informe realizado sobre este asunto. 


SEÑOR MOREIRA.- Quisiera plantear una duda. Leyendo el texto del proyecto de ley, me llamó la 
atención lo establecido en el Título 1Il, Capítulo |, «De las Unidades dependientes del Ministerio del 
Interior», con relación a la Dirección de Asuntos Internos. Esta Dirección ya existe, pero aquí se 
redacta un capítulo en el que se enumeran potestades que me parece que actualmente no tiene y se 
amplían otras. 


Por tanto, me gustaría conocer la opinión de nuestros visitantes. Planteo esto porque uno de 
los temas que muchas veces se maneja a nivel de la opinión pública y sobre el que el propio Ministro 
ha hecho cuestión, es el de la lucha contra la corrupción, dando quizás una imagen de que hay mucha 
corrupción en el Instituto Policial, cosa que yo no creo ni comparto. En este sentido, en este Capítulo 
se le dan facultades realmente extraordinarias a la Dirección de Asuntos Internos. Tanto es así que, 
pareciéndose a una unidad administrativa, tiene posibilidades de detener y de llevar ante la Justicia a 
los imputados o investigados. 


Por ese motivo, reitero, quisiera saber si los invitados tienen la misma opinión con respecto a 
este capítulo relativo a la Dirección de Asuntos Internos. 


SEÑORA SUÁREZ.- No una opinión como tal, señor Senador, pero sí puedo darle un pantallazo. 


Hay Direcciones o Servicios dentro del Ministerio del Interior que este considera que deben 
estar al lado del Ministro para poder «controlarlo» y «dirigirlo», dicho entre comillas. Hoy por hoy, 
algunas dependencias pasaron a depender directamente del Ministro como, por ejemplo, la Guardia 
Republicana. En ese caso, ocurre lo mismo con la Dirección de Asuntos Internos. No es que Asuntos 
Internos pueda hacer mucho. He trabajado en temas relacionados con la División Asuntos Internos con 
los policías, y puedo decir que es un organismo que se dedica a recibir denuncias de las que, 
supuestamente, la identidad de los denunciantes debe permanecer secreta. Sin embargo, siempre 
salta a la luz quién fue el que hizo la denuncia y luego aparecen las represalias. Hay ocasiones en las 


que pasan meses y hasta años y no se resuelve la denuncia. En definitiva, es como cualquier otro 
organismo. No tiene ninguna característica en especial. Simplemente, dicen Asuntos Internos porque 
tienen que resolver asuntos internos de la Policía como, por ejemplo, el tema de la corrupción. Si los va 
a resolver o no, no lo sé, ese es otro tema. Lo que es importante decir es que va a estar al lado del 
Ministro, como la Guardia Republicana. Es el Ministro el que va a dar las órdenes. Estas no van a 
provenir de otro lado. Por eso creo que se trata precisamente de eso: tener organismos fuertes dentro 
del Ministerio y que estén a la orden directa del Ministro. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- En realidad, es como darle más potestades, pero que de hecho ya se 
venían dando. Así, pues, la Directora de Asuntos Internos es una civil que depende directamente del 
Ministro. Por lo tanto, ya se estaba haciendo de esa manera. 


Como decía la señora Suárez, si bien es una unidad que se dedica a los Asuntos Internos de 
la Policía, no es solamente esa unidad la que se dedica a tratar de transparentar la función. De hecho, 
muchos de los casos de corrupción que se elevan a Asuntos Internos se basan en denuncias hechas 
por los sindicatos policiales; algunas con garantías y otras no. Ojalá que todas esas potestades hagan 
que Asuntos Internos se maneje como debe; no como pasa ahora que a veces existe el temor de llevar 
una denuncia porque, como decía la doctora Suárez, el denunciado se entera antes de que se haga la 
investigación correspondiente y muchas veces los que denuncian son perseguidos y terminan en una 
situación peor que la quisieron resolver, sin lograr hacerle bien a la Institución. 


SEÑOR MOREIRA.- He escuchado que lo que siempre reclaman es la profesionalización del servicio. 
De acuerdo a la redacción de este artículo si se crean cargos de particular confianza podría haber un 
Director que no fuera Policía como, por ejemplo, un abogado, que no pertenezca a los cuadros 
policiales. Reitero, siempre he escuchado que lo que se reclama es que sean los propios policías en 
una demostración de confianza hacia el interior del grupo policial, pero esto va en la dirección 
contraria. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Capaz que no está mal que sea una persona de afuera, porque a veces 
cuando uno está inmerso dentro de lo que es la institución puede verse limitado, por ejemplo, por el 
hecho de tener un vínculo o una relación de amistad. Quizá esa tarea le resultaría más fácil a un civil 
que viniera a trabajar objetivamente dentro de Asuntos Internos. En fin, no vemos mal que sea un civil, 
aunque es verdad que la Ley Orgánica aumentó la cantidad de civiles ocupando cargos políticos y de 
confianza. Puede ser que eso vaya en desmedro de quienes hacen la carrera policial, quienes además 
se quejan de que no están contemplados como deberían en los roles que podrían desempeñar. 


SEÑORA SUÁREZ.- Se habla de profesionales, pero estrictamente vamos a ver que hoy hay muchos 
más cargos de confianza. Por ejemplo, tenemos Jefes de Policía que son policías retirados, 
contratados para cumplir esa función. 


SEÑOR MOREIRA.- Históricamente los Jefes de Policía tenían la misma calidad de los Senadores de 
la República: eran civiles, buenos vecinos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Constitución y Legislación agradece su comparecencia en el 
día de hoy. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Unión de Sindicatos Policiales, USIP, y del 
Sindicato de Funcionarios Policiales de Montevideo, Sifpom.) 


(Ingresan a Sala representantes de la Sociedad de Funcionarios Policiales en actividad y retiro 
de la Administración - Sindicato Policial, SUPU.) 


- La Comisión de Constitución y Legislación del Senado recibe a una delegación de la 
Sociedad de Funcionarios Policiales en actividad y retiro de la Administración, Sindicato Policial - 


SUPU:-, integrada por los señores Jorge Clavijo, Luis Clavijo, Miguel Barrios y Roberto Cardozo. 


Está en consideración de la Comisión el proyecto de ley denominado Ley Orgánica Policial y 
para referirse al tema les ofrecemos la palabra. 


SEÑOR CLAVIJO (LUIS).- Mi nombre es Luis Clavijo y soy Secretario General del Sindicato. 


Voy a basar mi intervención en los derechos inherentes al Estado Policial a los que hace 
referencia el artículo 35, que comienza diciendo: «Sin perjuicio de otros que se establecieren en las 
disposiciones legales o reglamentarias, son derechos del personal policial en actividad:», y a 
continuación comienzan los literales, en los que figuran las distintas especificaciones. Por su parte, el 
literal F) expresa: «Asistencia médica y seguimiento permanente de la salud ocupacional». Hace 
mucho tiempo que venimos afirmando que debe existir imperiosamente un protocolo de salud. El 
policía debe ser incluido y tenerse en cuenta en las enfermedades profesionales causadas por la 
carrera policial, además de agregarse como una nueva pata muy necesaria la contención psicológica 
periódica y cuando se estime pertinente, esta debe ser obligatoria. También creemos necesario 
profundizar la evaluación psicológica al momento del ingreso de los funcionarios policiales y realizar 
controles periódicos a lo largo de la carrera. Así como el Ministerio ha comenzado a exigir y controlar 
que cada funcionario cuente con el Carné de Salud, creemos imperioso que se implementen controles 
psicológicos obligatorios. Cabe destacar que impulsamos estos puntos como bases preventivas, dado 
que hasta ahora los esfuerzos que ha hecho el Ministerio -no negamos que efectivamente se hayan 
realizado grandes esfuerzos- han sido cuando las cosas ocurren o cuando la pradera se quemó. Como 
decía, creemos que lo que falta es la prevención en el tema psicológico. También consideramos que el 
Ministerio no ha cumplido -incluso luego de aprobado el Decreto 291/07- con el tema de la salud 
laboral de los policías. Por lo tanto, a la hora de analizar el proyecto de ley debería tenerse en cuenta 
el literal F) que hace referencia a la salud de los policías y más que nada, reitero, al aspecto 
psicológico, a las enfermedades profesionales y al estricto cumplimiento del Decreto 291/07. 


En cuanto al literal K), que expresa: «La licencia anual reglamentaria y demás descansos 
que correspondan», solicitamos que quede explícitamente establecido en el proyecto de ley el derecho 
a la licencia sindical. Si bien la Ley N* 17.940 así lo establece, creemos fundamental que también lo 
hiciera y en forma clara la Ley Orgánica Policial. 


Por otra parte, el literal M) expresa: «El derecho a la sindicalización, estándole expresamente 
prohibido tanto el ejercicio de la huelga como la concentración y la manifestación con armas o 
uniformes, o la ocupación de los lugares de trabajo, así como impedir el libre acceso a los mismos y la 
obstaculización del normal desarrollo de las actividades». Está bien; podemos llegar a un acuerdo 
para limitar el derecho a huelga, pero nunca para eliminarlo totalmente. 


Los integrantes del Ministerio del Interior que comparecieron, afirmaron que sobre nuestro 
caso se aplicaría la negociación colectiva y el derecho a huelga, así como que en este momento, 
precisamente, estamos usufructuando el derecho a la negociación colectiva, lo que no es así en modo 
alguno. La Policía nunca ha tenido negociación colectiva y creo que esa afirmación debería 
demostrarse, con documentos, ante el Parlamento. Reitero que jamás la Policía negoció 
colectivamente. Por eso decimos que si se nos va a limitar el derecho de huelga, sería necesaria una 
mesa negociadora en la que los policías pudieran reivindicar sus derechos. Esto es una garrafa sin 
válvula, porque va a llegar un momento en el que si no se pueden canalizar las reivindicaciones la 
situación va a explotar, como ya ocurrió hace años cuando los paros estaban prohibidos, pero igual se 
hicieron; ciertamente, ante esta situación, nadie puede garantizar que eso no volverá a ocurrir. Creo 
que si creamos un sindicato debemos tener la capacidad de contar con esa mesa negociadora y que 
sea el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social el que la arbitre. 


Humildemente, también queremos explicitar algunas cuestiones del proyecto de ley, sobre 
todo lo relativo al fuero sindical, que no aparece en ninguna parte de su texto para la Policía. Si se leen 
los deberes que se establecen en el artículo 36 del proyecto de ley se verá que los policías tienen 
vedado hablar e, incluso, criticar la gestión del Ministerio y a sus autoridades. Todos aquí saben que si 
las críticas se hacen con respeto y en un marco de tono normal deberían ser de recibo. Por eso existe 
una necesidad de establecer el fuero sindical para la protección de aquellos dirigentes debidamente 


elegidos y reconocidos por el Ministerio del Interior, quienes actuarían con el debido respeto por la ley. 
Asimismo, junto al derecho de sindicalización, repito, debería quedar plasmado el derecho a una mesa 
de negociación colectiva, instalada en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, a los efectos de que 
el sindicato pudiera canalizar sus reivindicaciones. Creemos que esa mesa cumpliría el rol de 
prevención de posibles conflictos y de pacificación; de esa manera, se podría hablar de una verdadera 
negociación colectiva. Humildemente, también creemos que hay derechos que no se extienden a la 
Policía, como es el caso de los días feriados, del salario vacacional y de la nocturnidad. Puede 
aplicarse el artículo 59 de la Constitución de la República, pero si el Estatuto especial, que es la Ley 
Orgánica Policial, lo estableciera, se haría justicia, sobre todo, en lo que refiere a un aspecto vinculado 
a la salud de los trabajadores policiales. 


SEÑOR BARRIOS.- Mi nombre es Miguel Barrios y ocupo el cargo de Secretario de Asuntos Legales. 
Básicamente, quería reforzar algunos conceptos que vierte el proyecto de ley del Poder Ejecutivo y 
dejar clara nuestra postura al respecto. Los señores Senadores tienen en sus manos un material en el 
que se especifica este punto y cuya lectura sugerimos. Cuando se habla de la prohibición de huelga 
con carácter absoluto, nos manifestamos de acuerdo, porque así lo establece nuestro Estatuto 
fundacional como sindicato y como organización civil. En ese punto estamos en armonía con lo que 
propone el Poder Ejecutivo, pero también es cierto que cuando en una ley se establece la prohibición 
de un derecho con carácter absoluto, también deben establecerse otras vías, tal como señaló el señor 
Clavijo, en el sentido de que debería existir una instancia de negociación. Esto significa que se acceda 
a la Ley de Negociación Colectiva para el sector público, algo que hasta el momento, y luego de 
numerosas gestiones durante muchos años frente a los Ministerios de Trabajo y Seguridad Social y del 
Interior, no se ha logrado. Una mesa de negociación nos aportaría, básicamente, los mecanismos 
necesarios para llegar a una negociación directa con el Ministerio del Interior, y con el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social como garantía, además de habilitarnos el arbitraje y otros instrumentos 
útiles para descomprimir las circunstancias de conflicto que pudieran generarse. Hay que destacar que 
hoy en la Policía se plantean conflictos por el simple cambio horario de los turnos. 


Este sindicato, y supongo que el Gobierno ni ninguna persona que esté en un cargo público, 
quieren que haya otro paro. A los dos paros que mencionó el señor Clavijo agrego el realizado en el 
año 2010, por el Servicio 222, por reclamos salariales. En este ámbito, posteriormente ocurrieron 
diferentes situaciones desagradables para no tipificarlos en la 7?, en la 8? y en el Penal de Libertad. 
Esto nos habla de una situación de presión que no encuentra una válvula y evidentemente los 
sindicatos no hemos podido lograr una vía de canalización para esta situación. 


A diferencia de otros gremios, en todos los ámbitos conflictivos este ha mantenido la 
conducta de acuerdo con la ley: no ha cortado rutas, no ha tomado medidas de fuerza y ha hecho todo 
lo posible por mantenerse dentro de la legislación vigente y respetando las autoridades públicas. 


Hay cosas que nos preocupan mucho. El señor Clavijo hacía referencia a los derechos 
sindicales y dentro del gremio hay un absoluto acuerdo con lo que acaba de exponer. Decir que hay 
derecho a la sindicalización no garantiza lo que esto conlleva: el foro sindical y las libertades sindicales. 


También nos preocupa la prohibición que tienen los trabajadores policiales en general -los 
afiliados y los no afiliados- de hacer análisis públicos respecto a situaciones o políticas de gobierno que 
afecten sus condiciones de trabajo. Si tuviéramos un ámbito natural para canalizar estas cosas sería 
oportuna la prohibición que establece el Gobierno en su proyecto de ley, pero como no existe tal 
ámbito, es decir, como no se le otorga a los trabajadores policiales sindicalizados -y los que no lo 
están- la posibilidad de analizar y conversar entre sí y de evaluar para la administración estas 
cuestiones, es obvio que lo que se busca es simplemente colocar una «mordaza» a título general a los 
trabajadores y en particular a los sindicatos policiales. Se ha dicho -creo que con acierto- que en esto 
quedan salvados los dirigentes sindicales, pero la Constitución de la República expresa que la libertad 
de expresión, si bien está sujeta a un control posterior, existe y no creo que la Ley Orgánica Policial 
sea un ámbito adecuado y ni que deba establecer una prohibición de este carácter en función de la 
defensa de la libertad. 


Como bien señaló el señor Clavijo más temprano, no hablamos de situaciones de agravio, 
sino de la publicación responsable de análisis por parte de los trabajadores policiales; tampoco 


hablamos de la publicación de carácter reservado, por ejemplo, la información que tengan los 
procedimientos. Hablamos del análisis entre los trabajadores y quien ha monitoreado más o menos las 
redes sociales sabe que en los espacios que nosotros integramos esto ocurre generalmente en buen 
tono. Al mismo tiempo esto hace a la formación e información que muchas veces el Ministerio del 
Interior no da a las buenas ni a las malas a los trabajadores policiales. Cuando hablo de «a las malas» 
me estoy refiriendo a la petición de ley de información. 


Este ámbito es fundamental para nosotros. A su vez, el proyecto de ley establece ahora 
como una obligación legal, lo que antes era un juramento de honor: entregar la vida, pero no establece, 
como en otras legislaciones, el temor a perder la vida. Como dije, en otras legislaciones se habla del 
temor a perder la vida y hoy en día eso podría estar perfectamente vigente y legislado. 


Por otra parte, este proyecto no determina claros mecanismos de ascensos, un sistema 
disciplinario justo -presentamos un proyecto de ley en este sentido-, ni establece la implementación de 
mecanismos garantistas, condición fundamental en toda carrera funcional. El Director General de 
Secretaría señaló en su reciente exposición que aseguraba que los trabajadores policiales tenían 
derecho a presentar recursos constitucionales contra los actos de la Administración. Es buenísimo que 
lo establezca, pero la Constitución ya lo decía desde mucho antes y este proyecto limita de diez a cinco 
los días en que los trabajadores policiales pueden recurrir los actos de la Administración. Obviamente, 
esto es inconstitucional y no puede merecer otro calificativo que el de una aberración jurídica. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Según recuerdo los cinco días son para evacuar la vista y no para recurrir. 


SEÑOR BARRIOS.- A los efectos del Ministerio del Interior actualmente no existe la vista; no se 
cumple con el Decreto N* 500. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Ley lo establece. 


SEÑOR BARRIOS.- Sí, pero el Ministerio del Interior no lo cumple desde marzo de 2011. Recayó la 
Orden N* 12 y a partir de ahí se violan la vista en el proceso administrativo, el Decreto N* 500 y 
también un convenio colectivo. Desde aquella fecha a esta parte no hay resolución del Ministerio del 
Trabajo y Seguridad Social sobre quién tiene la razón. En la exposición también se estableció que se 
afillaba a una posición del Derecho Laboral que, si no me equivoco, había fundamentado el doctor 
Rosenbaum. En este sentido, debo señalar que con ese abogado tuvimos varias negociaciones en el 
Ministerio del Interior que no fueron de carácter colectivo, sino planteamientos directos donde nada se 
firma y simplemente se comunican situaciones para ver si hay posibilidad de solucionarlas. No vamos a 
negar que algunas situaciones se terminan solucionando pero no es el ámbito natural de negociación 
colectiva, donde se discuten condiciones de trabajo y se aportan ideas, que es lo que hace a la ley 
sobre negociación colectiva. 


Cuando quisimos presentar esta iniciativa en el Ministerio del Interior, se nos contestó que la 
discusión relacionada con el proyecto de Ley Orgánica Policial debía plantearse en el Parlamento, 
porque allí no había ámbito de discusión ni posibilidad alguna de hacer aportes. Es algo difícil de 
entender, ya que los ámbitos de discusión y de intercambio dan lugar a la creación de ideas. 


En lo que tiene que ver con el ingreso y la formación desde el punto de vista de la atención 
psicológica, el señor Clavijo se refirió a un tratamiento monitoreado. Esta es una idea que suscribe todo 
el sindicato ya que tenemos conocimiento de que, en los hechos, los ingresos por la modalidad de 
contrato eventual están dando grandes problemas. Hay casi 2.000 carpetas que se rechazan y solo 
200 fueron aprobadas. El Ministerio del Interior bajó los requisitos para el ingreso pero está pagando un 
precio por ello porque hay muchísimos eventuales que están procesados por cometer delitos o dados 
de baja por inconductas disciplinarias. 


SEÑOR MOREIRA.- No comprendí lo relativo a los 2.000 ingresos. 


SEÑOR BARRIOS.- El Ministerio del Interior rescató una modalidad de 1972 que es la de los policías 
eventuales, pero con modificaciones. En su creación legal de origen, los policías eventuales solamente 


podían ser contratados por los organismos públicos pero no por las Intendencias ni las empresas 
privadas. En la modificación que se hizo al articulado relativo a la creación del contrato de trabajo, 
ahora se agregaron las Intendencias y las empresas privadas. Ellos son competentes para contratar 
policías eventuales que, con suerte, tienen tres meses de formación. Ingresan a un escalafón policial 
financiado económicamente por otros organismos. Hay 2.000 solicitudes de ingreso, de las cuales 
solamente fueron aprobadas 200 para ingresar porque el resto no presenta las condiciones 
psicológicas para hacerlo. Además, nosotros tenemos gran cantidad de trabajadores eventuales 
afiliados al sindicato que no tienen cómputo de antigúedad, no acceden a préstamos y tampoco 
disponen de la garantía de alquiler brindado por la Contaduría. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Cuál es la norma legal habilitante para eso? 


SEÑOR BARRIOS.- No la tengo aquí pero se la puedo acercar a la Comisión. Es una norma de 1972. 
Realmente me sorprendió muchísimo que se rescatara esa figura de aquel año. Para nosotros es claro 
que hay una flexibilización en el contrato de trabajo de la Policía para tratar de descomprimir la 
siguiente situación: el Ministerio no cuenta con suficientes recursos para invertir en la Cartera ni en la 
formación. Muchísimos de estos trabajadores policiales eventuales trabajan en las Intendencias y 
tienen graves carencias de conocimiento. Cuando digo «graves carencias» hablo de las más básicas 
como, por ejemplo, no saben las claves de las comunicaciones, pero portan un arma, caminan por las 
calles y custodian, entre otras cosas, los bancos de la República. 


Esta es una preocupación que queríamos plantear porque, además, este tema no está 
considerado en la Ley Orgánica Policial, por lo que consideramos que es un contrato que debería 
desaparecer. No es una buena modalidad que se tengan contratos de trabajo que flexibilicen los 
ingresos. 


A su vez, apuntamos a una Policía proactiva en situación de mérito y demérito, tal como 
plantea el proyecto. En líneas generales podemos suscribir que es una buena idea. Nosotros habíamos 
propuesto otro tipo de modalidad, la cual tiene que ver con el mérito y el demérito pero bajo el término 
administrativo. Un trabajador policial se equivoca en un área administrativa y es sancionado en esa 
área. El Ministerio del Interior hoy en día lo sanciona en el área económica además de la 
administrativa, mientras que con anterioridad esto era peor: era sancionado en el ámbito de la libertad, 
O sea, el arresto. ¿Qué ocurre con esto? El propio Director General de Secretaría reconoce que es 
injusto y así lo dice también el Ministro del Interior, pero además expresó que era lo único que 
establecía la ley. Nosotros nos preguntamos lo siguiente. Así como se envió este proyecto, que se votó 
con celeridad en la Cámara de Representantes y hoy se analiza en la Cámara de Senadores, el 
cambio de la modalidad disciplinaria -el tipo de pena, no todo el sistema disciplinario-, ¿no se podía 
corregir con un artículo? Esto nos habla de falta de voluntad y no de limitación legal, más aun cuando 
el Ministerio del Interior hace uso de su facultad constitucional para enviar en un Mensaje al 
Parlamento este proyecto de ley; algo que venimos reclamando desde el año 2005. 


En cuanto a la cuestión de mérito también hay una reforma de estructura de grado. No se 
establece mecanismo alguno para decir quién va a ascender primero. Hay una cantidad de 
trabajadores que tienen cursos aprobados y otros no; hay eventuales que van a pasar a ser 
contratados con conocimiento cero, tal como dije, pasando a ser agentes, como alguno de nosotros, 
que tenemos quince años en función y un cabal conocimiento de las normas. Son situaciones que nos 
van a generar mucha preocupación a nivel sindical. No hay que mentirse: nosotros defendemos un 
sector de interés, pero tenemos el otro ojo puesto en el servicio público y en todos los problemas que 
trae una mala atención. 


El Ministerio no va a revelar cuántos policías eventuales están procesados, tienen causas 
abiertas o han sido dados de baja. Nosotros tenemos una idea y seguramente no es general porque 
no tenemos los datos nacionales, pero cuando el Ministerio baja los requisitos para ingresar a la Policía 
y flexibiliza un contrato de trabajo, paga un precio. Para nosotros esto es un error. Pensamos que la 
formación debe ser integral -tal como lo plantea el proyecto de ley- y compartimos que se cree la 
Dirección Nacional de la Educación Policial para los estudios y la formación. A nivel nacional creemos 
que esto es necesario. A nivel monolítico, no pueden existir dos tipos de policía, un eventual que no 
sepa nada y un trabajador policial de años de carrera que tenga una idea de las funciones. No se 


quiera reconocer, pero el trabajador policial sigue siendo un trabajador porque vive de su salario, 
aunque sea un oficial que tenga formación universitaria. 


En cuando a los sistemas de formación, se ha planteado cuál es el vínculo con la Universidad 
de la República. Puedo decir que el vínculo es solamente con los oficiales. O sea que los trabajadores 
policiales subalternos no acceden a los ámbitos universitarios, aun cuando tengan la calificación o el 
conocimiento para ello. No son invitados. 


Una de las grandes esperanzas del Sindicato era que el proyecto del Poder Ejecutivo trajera 
la unificación de la carrera policial. Esto es, que se inicie como trabajador policial y se termine en el 
grado más alto, logrado todo esto a puro mérito. Esto no ocurre porque se siguen manteniendo dos 
clases: subalternos y personal superior, aunque ahora se cambie el nombre y pasen a denominarse 
Escala Básica y Escala de Oficiales. 


Cuando hablamos de méritos, el grave error de la Ley Orgánica Policial vigente y del proyecto 
que propone el Poder Ejecutivo, es que no se define el mérito jurídicamente hablando. ¿Qué quiere 
decir esto? Un trabajador policial puede asumir, en sus 15 o 20 años de carrera, todos los 
procedimientos que se le presenten y hacerlo de una forma excelente mientras que otro, con la misma 
cantidad de años o menos, puede manejar para un jefe o jerarca policial o ministerial y ascender por 
mérito, porque el mérito no está definido jurídicamente. Eso para nosotros es muy grave y ha dado pie 
a que en la Policía reine la penosa frase de que «quien hace menos, gana», como en la conga. En 
nuestra propuesta buscamos desterrar esta práctica. 


SEÑOR MOREIRA.- Aquí, en este proyecto de ley, se incluye un capítulo relativo a las calificaciones y 
se establece que: «Las calificaciones deben regirse por los principios de igualdad de oportunidades, 
eficiencia, eficacia, calidad, competencia, excelencia y uniformidad técnica de evaluación». 


¿Qué opina la delegación que nos vista del sistema de ascensos que se establece aquí, tanto 
en la escala del personal subalterno como en la de los oficiales? 


SEÑOR BARRIOS.- Si no recuerdo mal, este proyecto de ley -pido que se me corrija si estoy 
equivocado; los señores senadores han de tener más fresco en su memoria este texto pero, en lo 
personal, recién esta mañana le di estudio- no tiene grandes modificaciones del que leímos 
originalmente y habla de que se van a tener en cuenta todos los registros escritos de los trabajadores 
policiales. 


Ahora bien; si uno va a ver el legajo de un trabajador policial de diez años de carrera, 
constatará que no tiene ninguna anotación en él de ninguna intervención, ayuda o participación en 
procedimientos. Entonces, por más que se establezcan todas esas cualidades, eso no importa porque 
lo bueno que hace el policía no va al legajo, aunque las sanciones sí y los sumarios también. 


Particularmente, esta es una preocupación si se quiere establecer un sistema de ascensos 
justo. Además, propusimos -no lo hizo el Ministerio en su proyecto- que se permita contrastar o 
conmutar los malos actos con los buenos. ¿Qué quiero decir con esto? Un trabajador policial llega al 
turno tarde, es sancionado y, al mismo tiempo -en ese mismo turno- realiza tres o cuatro 
procedimientos, desde el punto de vista administrativo, de forma correcta y con resultado judicial. En 
nuestra propuesta hablamos de conmutar, es decir, restar del puntaje lo hecho mal, dando lugar a que 
quede lo bueno de su actuación diaria, permitiendo así que el funcionario pueda seguir desarrollando 
su carrera funcional. 


No creemos en los sistemas de premios monetarios, como plantea el Ministerio del Interior. 
No dejamos de reconocer que el salario es absolutamente básico, pero, reitero, no creemos en ellos 
porque llevan a muchas situaciones como, por ejemplo, a que 23 comisarios de 25 comisarías mientan 
en los informes que elevan al Ministerio del Interior y digan que hicieron un sistema de patrullaje, que 
no dio ningún tipo de resultado. A esto lleva el premio en dinero inmediato. 


Pensamos que la solución vendría por el lado de la progresión en la carrera funcional, que 
con el tiempo va a traer el ascenso en grado y, con ello, el aumento del salario. Las partidas 
económicas que ha dado el Ministerio del Interior en control de armas, de presentismo y de otras 
situaciones que llaman «compromiso de gestión», son un gran simulacro y lo sabemos de buena 
fuente. Se controla a veces sí y a veces no porque, si se hiciera estrictamente, mucha gente no 
cobraría y, por tanto, habría muchos reclamos. 


No dudamos de la buena voluntad del Ministerio del Interior al proponer un proyecto de ley 
con relación a una norma que viene del año 1971 o 1972 -con alguna modificación en el medio-, 
pero también decimos que toda esta circunstancia que se plasmó en la iniciativa perfectamente podría 
haberse analizado junto con los trabajadores, como lo ha hecho la Comisión recibiendo a todos, no 
importando quién sea el más representativo, aunque nosotros logramos probar que somos nosotros; no 
lo somos para el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y para el Ministerio del Interior, pero para la 
Justicia sí. 


Apuntamos a tener un ámbito de diálogo para intercambiar algunos aspectos sobre los que 
entendemos que podemos hacer aportes; estamos convencidos de ello. 


Muchos van a desestimar esto, le van a poner una mala cara a esta crítica, van a suspirar y a 
bufar, pero desde que se creó el SUPU -este Sindicato-, hasta ahora todos sus pronósticos han sido 
ciertos. Cuando dijimos que iba a haber suicidios en escala, fue así; cuando afirmamos que también 
habría violencia doméstica -porque no había formación ni tratamiento preventivo-, esta existió, al igual 
que cuando dijimos que iba a haber corrupción dentro de la Policía. Porque ¿qué se necesita para que 
haya corrupción en el ámbito público? Muy fácil: bajo salario, contacto con el delito y necesidad. 


Hoy en día la Orden N* 12 establece que el trabajador policial, cuando es sancionado, se va a 
la calle sin salario y está en contacto con el delito. Si eso no es un caldo de cultivo para la corrupción, 
no sé qué es. Además, en todas las policías del mundo se da la materia ética; en cambio, Uruguay no 
tiene una ética en la Policía. El funcionario público que entra se forma como Policía, pero no se forma 
éticamente como Policía, y entonces, es ahí donde empieza la incomprensión de lo que está bien y lo 
que está mal, aun en personas grandes; pero se da. Este es un nuevo intento que hacemos nosotros 
para establecer algunas pautas que nos parecen absolutamente necesarias. Ojalá -como decimos 
siempre-, nos estemos equivocando, pero hasta ahora eso no ha sucedido, porque advertimos sobre 
atentados contra unidades, contra seccionales, contra policías, y estos ocurrieron en los últimos días; a 
las pruebas me remito. 


Cuando se hizo este proyecto de ley también se pensó en un régimen disciplinario que viene 
anexado al proyecto que se presentó -en aquel momento en una Comisión de la Cámara de 
Representantes-, y a diferencia del régimen disciplinario del año "71, establecimos las dos vías: por un 
lado, el informe por parte de la Cámara de Representantes acerca de la sanción, para lograr una 
justicia administrativa y, por otro, que el peticionante de la sanción, es decir, aquel superior que 
constataba la sanción dijera: «Yo creo que se cometió esta falta». Pero todo el proceso intelectual de 
establecer cuál fue la sanción -si bien la parte administrativa sancionante es una prerrogativa que 
puede ejercer o no la Administración- implicó, en todos estos años, que se iniciaran las sanciones 
prácticamente a ojo, sin un proceso intelectual que dijera que se violó determinado artículo del segundo 
inciso, por ejemplo. Eso son excepciones dentro de la Policía: superiores que sancionan con el 
reglamento en la mano. Eso es una garantía para nosotros, porque si está bien sancionado, ningún 
sindicato ni ningún abogado va a accionar. 


Pero las sanciones a ojo corren todo el tiempo. El proyecto de ley del Poder Ejecutivo vuelve a 
cometer ese error. No dice que va a crear un reglamento que garantice nada de eso. Si bien es materia 
reglamentaria, tampoco hemos tenido ámbito para poder discutir este tema. Y era nuestro deseo que 
en el proyecto de Reglamento General de Disciplina -repito, anexo al proyecto de Ley Orgánica 
Policial- estuviera ese reglamento con esas características para hacer que cada superior, cada vez que 
fuera a sancionar, realizara ese proceso intelectual y lo dejara plasmado. Además, también 
establecíamos un sistema de autocontroles hacia arriba, donde la responsabilidad administrativa 
descendía, como en todo ámbito jerárquico y verticalista, pero también ascendía cuando había 
equivocaciones en las sanciones, cosa que hoy no ocurre. 


Vamos a dar un ejemplo para que se entienda mejor. Yo soy superior, sanciono a mi 
compañero y me equivoco. Él reclama, me gana ese reclamo -obviamente- y el perjuicio que le 
genero a él es tal que termina en una acción civil, y el Estado responde. Yo, superior sancionante, que 
incurrí en un error, no pago nada, porque el Estado no dice «debe repetir», sino «puede repetir», y 
generalmente no repite. Entonces, ustedes me podrán decir que eso es una modificación 
constitucional, pero no necesariamente, porque excepcionalmente podríamos establecer en el 
Reglamento General de Disciplina que se pene administrativamente, disciplinariamente a aquel 
superior que incurra en la imposición de faltas, de sanciones disciplinarias que no estén de acuerdo 
con los reglamentos. Pero eso es letra muerta. Hoy no se aplica. Entonces, hay todo un movimiento 
económico alrededor de las sanciones que no se justifica. 


Sé que tenemos poco tiempo y hay otros puntos que son menores, pero los tienen en los 
repartidos. Como dije: muchos los van a rechazar, pero el tiempo no nos ha negado la razón en 
ninguno de estos ámbitos. 


SEÑOR CARDOZO.- Me gustaría mencionar que cuando concurrieron las autoridades del Ministerio 
hablaron mucho de los derechos humanos y que los trabajadores policiales debemos respetar los 
derechos humanos de los ciudadanos. Sin embargo, nosotros vemos que en este proyecto de ley no se 
contemplan los derechos humanos fundamentales de los trabajadores policiales. Creo que en el 
artículo 35 del proyecto de ley, relativo a los derechos, debería quedar plasmado -como decía el 
compañero Luis Clavijo- lo relativo a la nocturnidad, el salario vacacional y aquello de que cuando nos 
necesitan somos un servicio esencial. Reitero que un derecho fundamental de los policías es el relativo 
a la nocturnidad y lo cierto es que no estamos contemplados en el proyecto de ley que se votó en el 
Parlamento, amén de que no nos quieren considerar como trabajadores. 


También creo que hay que tener en cuenta el artículo 76, que ya fue informado, por el que se 
extiende a todo el personal policial -en este proyecto de ley se incluye al personal subalterno- el 
régimen disciplinario policial por cuatro años más luego de que se retira. Me parece que eso es un 
absurdo y creo que el doctor Florio explicó bastante mal los fundamentos y las razones para que estos 
funcionarios estén sujetos al estatuto policial durante cuatro años, luego de su retiro. Es claro que 
solamente se dan responsabilidades al subalterno y no se procede igual que con los superiores, a los 
que se les da el derecho de uso de los distintivos, insignias, atribuciones y armamento como retirados. 
Creo que eso habría que modificarlo o sacarlo. 


En relación con los fueros sindicales -tema del que ya se habló-, creo que en el proyecto de 
ley debe quedar bien claro que es un derecho de los trabajadores sindicalizados. No queremos ser 
reiterativos y agradecemos el tiempo que nos han brindado. De todos modos, debemos decir que nos 
parece triste y lamentable que de un día para otro se quiera aprobar un proyecto de ley tan importante. 
La ley anterior fue aprobada en la década de los setenta y llevó más de diez años empezar a hilar fino 
con los trabajadores. Si esto no se hace terminamos como cuando el señor Ministro del Interior dijo que 
había un boicot; pero la verdad es que no se informa al trabajador que se va a aprobar una ley y no se 
le dice nada a nadie, lo que seguramente va a generar un lío enorme porque se empezará a sancionar 
O a destituir trabajadores policiales como consecuencia del desconocimiento. 


Reitero que me parece lamentable que esto se haga así y creo que se debería haber discutido 
un poco más con los trabajadores. Sería bueno que el Parlamento pudiera tener bien clara la 
participación del Estado y de los trabajadores y cuáles son sus ambiciones. 


Nosotros hemos hecho nuestro pequeño aporte y entiendo que lo fundamental aquí -el 
Estado uruguayo nunca lo ha tenido- es tener en cuenta la voz y la palabra del trabajador policial. 
Esperamos que la Comisión tenga presente los argumentos que hoy hemos traído. 


SEÑOR BARRIOS..- En estos días el Ministerio del Interior está estableciendo un cambio de horario -al 
menos eso pretende- para las Unidades de Respuesta Rápida de la Policía de Montevideo. Este tema 
lo trabajó y lo sigue trabajando directamente el SUPU con el Jefe de Policía de Montevideo, quien ha 
mostrado una buena recepción al planteo. Si estará lleno de presiones el ámbito de las condiciones de 
trabajo que hemos tenido la necesidad de canalizar cuestiones que son de policías sindicalizados y no 
sindicalizados. Quiere decir que hemos tenido que abrazar todas las necesidades e intentar 


canalizarlas con el Jefe de Policía que, como bien saben, ocupa un cargo político, aunque el ámbito en 
el que sale la negociación es el del Ministerio del Interior. Si bien hemos logrado hacer un impasse en 
el conflicto, todavía estamos trabajando en el tema. 


Para terminar me gustaría recomendar una lectura que fundamenta por qué decimos que si 
hay una prohibición absoluta tiene que existir una vía de negociación para canalizar las problemáticas. 
Se trata de un trabajo realizado por Oscar Ermida Uriarte, Decano de la Universidad, que se titula «La 
huelga en trabajadores de servicios esenciales». Allí se establece claramente cuáles son los principios, 
los procesos e, incluso, dice que la prohibición absoluta de huelga sin mecanismo de negociación es 
ilegítima y daría lugar a una medida de fuerza. Por este motivo reclamamos un espacio para el diálogo 
y para la negociación. El sindicato no es inocente, sabe que no van a tomarse el cien por ciento de las 
reivindicaciones que plantea, pero sí quiere establecer el punto de vista de los trabajadores y ser 
escuchado por las autoridades de gobierno. Solamente quiero hacerles esta recomendación. Es un 
trabajo muy interesante y de plena vigencia en las circunstancias en las que está nuestro sindicato 

-supongo que otros también- y la Policía, en general, desde hace 184 años. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Senadores no tienen más preguntas para hacer, les 
agradecemos la visita, y seguiremos trabajando en el proyecto de ley a consideración. 


(Se retira la delegación de la Sociedad de Funcionarios Policiales en actividad y retiro de la 
Administración - Sindicato Policial (SUPU).) 


-La Comisión no está en condiciones de votar, pero se ofrece la palabra para referirse al 
proyecto de ley en consideración. 


SEÑOR MOREIRA.- Adelanto que voy a votar negativamente el proyecto de ley por considerar que 
tiene una gran cantidad de imprecisiones, aunque creo que este no es el ámbito donde debemos 
expresarnos. Además, no me parece serio con la celeridad que este tema se ha presentado después 
de dormir el sueño de los justos durante dos años, teniendo en cuenta que es una problemática que 
afecta al Instituto Policial y en un país que está viviendo momentos muy especiales. En la sesión 
ordinaria de mañana nos expresaremos al respecto. No creo que se pueda tratar un proyecto de ley de 
más de 90 artículos en dos sesiones de la Comisión, en una ni siquiera vino el Ministro a justificar la 
Ley Orgánica, sobre la que evidentemente nadie parece haber sido consultado. Me parece que esta es 
una norma muy trascendente, que tiene efectos varios para un instituto que hoy atraviesa momentos 
muy difíciles. Entonces, por razones de forma y de contenido, adelanto que voy a votar negativamente 
al proyecto de ley. 


SEÑOR MICHELINI.- Somos conscientes, como ya expresó el señor Senador Moreira, de la dinámica 
que tuvo este proyecto de ley. Tanto es así, que mañana antes de la sesión, se va a reunir la Bancada. 
También somos conscientes de que es en el debate parlamentario donde algunas cosas de las que 
habló el señor Senador Moreira, pesan. 


Por otra parte, como parte integrante de una Bancada y de un gobierno -además de un 
gobierno que continúa, al igual que la gestión del Ministro Bonomi- se nos ha insistido que esto 
implicaría que volviera todo para atrás, porque en un año de presupuesto difícilmente esta ley saldría 
para el 1? de enero de 2016, cuando tiene vigencia. Lo que nos proponen -no tengo ningún problema 
en decirlo- es que, en lugar de analizar todo el proyecto de ley, podamos revisar algunos de los 
aspectos que se nombraron en la Comisión. Dentro de esos aspectos, está la disposición que 
establece que la Dirección Nacional de Bomberos estará a cargo de un Director, que pasará a ser un 
cargo de particular confianza. Nadie sabe qué fue lo que pasó y por qué no se comparte. 


SEÑOR MOREIRA.- Francamente, cuesta admitir que el cargo de Director Nacional de Bomberos pase 
a ser de particular confianza. 


SEÑOR MICHELINI.- No es compartido por nadie pero nosotros tenemos que tomar una decisión 
política: tiramos por la borda el buen esfuerzo que hizo la Cámara de Representantes junto con el gran 
esfuerzo que hizo el Poder Ejecutivo y empezamos todo de cero, o analizamos los cuatro o cinco ítems 


que se plantearon en este ámbito como discutibles -algunos los he mencionado-, los que, por cierto, no 
tenemos ningún problema en trasmitirlos, pues somos conscientes de que en el debate parlamentario 
algunas de las afirmaciones del señor Senador Moreira pesan. 


Esa es la decisión que vamos a tomar en el día de mañana. Adelanto que en mi caso 
preferiría discutir sobre aquellos aspectos en los que podamos tener conflicto y no arrancar con la ley 
de cero. Es una opinión personal. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿No arrancar de cero? 


SEÑOR MICHELINI.- Efectivamente, me inclino más por aprobar el proyecto de ley y hacer las seis o 
siete correcciones que son necesarias, que por arrancar de cero, pues seguramente ni a mediados del 
2016 estaría sancionada. A esto se agrega que las Bancadas y las respectivas Comisiones tendrán que 
analizar el Código Penal, el tema de los fiscales y la normativa fiscal, además de otros temas de los 
que ya están hablando las autoridades de Gobierno. 


En definitiva, este será un año en el que no vamos a poder poner cabeza en todo. Por eso, 
prefiero que más adelante, cuando comience la nueva Legislatura, la Secretaría nos haga un 
compendio a quienes estemos acá de todas las observaciones para poder trabajar sobre ellas. 


Estoy adelantando mi posición de votar el proyecto de ley en el día de mañana porque entrará 
a regir el 1 de enero de 2016. Ninguno de estos proyectos va a convertirse en ley ya. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradezco las aclaraciones que ha hecho el señor Senador Michelini y 
adelanto también mi posición -por aquello de que quien avisa no traiciona- de no acompañar este 
proyecto de ley. Voy a votar en contra porque me parece clarísimo que hay varios temas -no uno ni 
dos- que requieren un estudio más profundo en base a la opinión de constitucionalistas y 
administrativistas, a los que tendríamos que consultar para analizar varios de los puntos que han 
planteado las delegaciones que nos han visitado, así como otros que surgieron espontáneamente a 
partir de nuestras opiniones, que merecerían un examen más detenido. Algunos son de tal naturaleza 
que inmediatamente llaman la atención y generan discusión, como la cuestión del derecho a la huelga, 
los alcances, la eventual reglamentación, etcétera. Otras son cuestiones mucho menos espectaculares, 
mucho menos taquilleras -si se me permite el término-, pero que hay que analizarlas igual, como por 
ejemplo, la posibilidad -que me pareció muy razonable- de extender a todo el régimen de recursos y al 
régimen disciplinario la solución del Decreto N* 500; no parece nada del otro mundo sino, por el 
contrario, algo muy razonable y no veo por qué no se puede acceder a eso. 


Acepto que pueda haber visiones distintas pero, justamente, este es el ámbito para escuchar 
esas visiones distintas, para llamar a los administrativistas y ver si el régimen policial es de una 
naturaleza tal que hace inaplicables las soluciones generales del Decreto N* 500. Insisto: no veo esa 
situación. 


La necesidad de conciliar la libertad de expresión que tienen los policías, como cualquier 
habitante de la República, con el régimen propio de la actividad policial también me parece evidente. 
Se ha optado por soluciones draconianas; no pueden referirse a nada, y creo que los perjuicios de ello 
han quedado de manifiesto. ¿Qué sentido tiene habilitar la existencia de un sindicato si luego no se 
puede criticar? 


Además, como bien se dijo, se está creando -si no me equivoco, fue esta la expresión 
utilizada- una garrafa sin válvula. Si la gente no puede manifestarse, no puede decir lo que le molesta 
porque viola normas, entonces, ¿cómo se le hace saber a quienes tienen que enterarse que hay 
disconformidad, que hay malestar, etcétera? 


En fin, me parece que son situaciones que no pueden resolverse ligeramente. A nadie 
escapa la especialidad de la función policial ni los momentos que está viviendo el país. Pero, 
justamente, es por eso que cuando se elabora una ley que debe tener vocación de permanencia -nos 
estamos refiriendo a una ley del año 1972 o 1973; pasaron más de cuarenta años para volver a este 


tema y no sabemos cuánto va a durar esta-, hay que ir dando los pasos necesarios para que cuando 
se llegue a soluciones, estas también puedan perdurar. 


No creo que este asunto se arregle en tres o cuatro meses porque después van a venir las 
urgencias del nuevo Gobierno y van a decir que la Ley Orgánica Policial ya está, después se verá y, 
mientras tanto, habrá que atender las urgencias que cualquier nuevo Gobierno trae consigo, que tiene 
su propia agenda, su propio programa, quiere hacer sus cosas. No va a sobrar tiempo para encarar 
estas cuestiones. 


De manera que por todas estas razones que he tratado de abreviar y compendiar, no voy a 
votar a favor de este proyecto de ley en el día de mañana. Creo que este es, claramente, un caso para 
continuar el estudio del proyecto de ley en Comisión. 


SEÑOR ROSADILLA.- Obviamente que este es un tema extremadamente controversial, que genera 
muchos flancos y que, sin duda, tiene un conjunto de incertidumbres, debilidades y errores. Me atrevo 
a decirlo así. 


Hace unos instantes los representantes del SUPU decían que el Instituto Policial tiene 184 
años. A su vez, en su presentación, este sindicato indica que fue fundado el 3 de febrero de 2005, 
¡vaya fecha! Quiere decir que tiene diez años y una semana. 


Con todo lo que manifesté quiero decir que es extremadamente complejo regular una 
actividad donde el rol del Estado es tan intrínseco a la función que se está cumpliendo, donde además 
se agrega la principal y exclusiva característica de que los funcionarios que allí revisten son 
funcionarios a los que el Estado les da sus armas para que, en este caso, defiendan el orden interno. 


No estoy ajeno ni me son indiferentes las opiniones de las diversas organizaciones 
sindicales. Hoy aquí recibimos a algunas, pero hay muchas más que se han expresado y cualquiera de 
nosotros que haya estado en contacto con ellas sabrá que existen también opiniones disímiles en 
cuanto a dificultades, a debilidades. 


Pero en víspera de la aprobación de este proyecto de ley como un avance, quiero resaltar 
que en 184 años hace 10 años que Uruguay comenzó a tener organizaciones sindicales policiales. 


Como toda organización nueva, ella tiene características diversas. Algunas responden a una 
central sindical, otras no; otras son desprendimiento de algunas. No importa; es la vida. Reitero: es la 
vida. Todas ellas son respetables y bienvenidas. 


Pienso que la mejor síntesis, es decir que en estos diez años se ha roto un brete; el brete de 
que la Policía era una cuestión exclusivamente obligada a disciplina, regida por normas, sin derecho a 
expresión y sin ningún tipo de organización. Por un lado, esto ha dado paso a un conjunto de diversas 
organizaciones sindicales; por otro, a la elaboración de un proyecto de ley, que aun si no existieran 
dichas organizaciones tendría que ser objeto de una enorme consideración. Tengo algunas diferencias 
con esta normativa. Algunas las he expresado en Comisión; otras las podría haber mencionado, pero 
no son de fondo; en todo caso, lo haré en otra oportunidad. 


Pienso que el país necesita avanzar. Creo que el proyecto que tenemos a consideración, 
aunque imperfecto, es un avance. Obligadamente le tendremos que introducir correcciones, pues 
contiene déficits que deberemos llenar con normas para que esta necesaria e imprescindible 
organización de los trabajadores policiales cumpla un papel trascendente. 


Por supuesto, me hubiera gustado que hubiéramos estudiado este proyecto de ley con más 
tiempo. Ingresó en el año 2012 y estuvo mucho tiempo sin tratar. No le voy a decir a los señores 
Senadores que si durmió allá, acá nos apuremos porque no corresponde. No lo hago porque no lo 
siento, yo también me siento apurado y me hubiera gustado disponer de más tiempo, pero los señores 
Senadores de la oposición sabrán entendernos porque han tenido que obrar así en otros momentos. 


Hay momentos en que, a pesar de que se reconocen las carencias y los errores que hay que corregir, 
hay que avanzar. Mañana nosotros vamos a avanzar con esta normativa. Asumimos el compromiso de 
que lo más rápidamente posible, por la vía que acordemos -que puede ser una reforma legal o en el 
propio Presupuesto- buscaremos la forma de modificar aquellos aspectos que realmente son 
inconvenientes o de agregar cosas que falten. 


Quizá esta sea la última reunión de la Comisión de Constitución y Legislación. Creo que 
hemos trabajado en un ámbito de extremada dedicación y apertura. Les agradezco a todos los 
integrantes de la Comisión por su entrega al considerar el conjunto de normas que se han estudiado y 
el respeto con el que se han tratado los diferentes temas. 


SEÑOR MOREIRA.- Por supuesto, sé que el señor Senador Rosadilla conoce lo delicado de la 
situación y del tema sobre el cual estamos legislando; no se trata de funcionarios públicos del Correo, 
ni del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, sino que se trata de una institución vertical. 


En este momento debo ser el único Legislador que participó precisamente de un proceso de 
huelga policial durante cuatro días y tuvo que tratar de ir a laudarla. Conozco lo delicadas que son este 
tipo de situaciones y me parece que eso implica y obliga aún más a considerar de forma más detenida 
y profunda este tipo de normas. A mi juicio, por la índole de la materia sobre la cual se está legislando 
esto no se debería aprobar mañana. Es una materia muy específica y me parece que requeriría un 
estudio mucho más concienzudo y profundo porque hay cosas de esta norma que están muy mal; que 
además llevan a una innecesaria politización de determinados cargos policiales, lo que no es 
compatible con la visión de una Policía profesionalizada. En ese punto tengo discrepancias muy 
severas y considero que esto hubiera requerido meses de discusión. Nunca me hubiera negado a votar 
una norma que actualiza la que viene del año 1971, que ya está envejecida, pero no en estas 
condiciones. 


SEÑOR MICHELINI.- Quiero hacer referencia a dos cosas. 


En primer lugar, en la sesión del Senado de mañana hay otro tema en el Orden del Día. Se 
trata de un proyecto de ley de menor cantidad de artículos que en su momento fue elevado y luego se 
retiró del Orden del Día. Con el mismo espíritu decimos que varios integrantes de la Bancada de 
Gobierno intentaremos que el mismo pueda ser aprobado en la sesión del Senado del día de mañana. 


En segundo término, me congratulo con lo expresado por el señor Senador Rosadilla. La vida 
va y viene -algunos nos quedamos, otros van a realizar otras tareas o estarán en la otra Cámara-, pero 
nos seguirá cruzando. Deseo expresar que me he sentido muy cómodo al trabajar con el resto de los 
integrantes de esta Comisión y creo que cada uno lo ha hecho poniendo su máximo talento. Incluso ha 
habido proyectos de ley bien complejos informados por miembros de la oposición, quienes también nos 
alertaron de dificultades en algunos casos -lo cual agradecemos-, que a veces pudimos solucionar y 
otras no. Por otra parte, no quiero dejar de resaltar el espíritu que tuvo esta Comisión más allá de la 
opinión que cada uno tuviera sobre cada texto, de la ideología o del partido al cual representara. 


No queríamos dejar de resaltar el espíritu que tuvo esta Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Comparto esas apreciaciones. En lo personal me he sentido muy cómodo 
trabajando en la Comisión en estos cinco años. También quiero agradecer la colaboración que han 
prestado en este año que me tocó desempeñar la Presidencia, los señores Senadores, Secretaría, los 
taquígrafos y todos los que han colaborado en el normal desenvolvimiento de los trabajos de la 
Comisión. 


SEÑOR MOREIRA.- Comparto lo expresado por los señores Senadores. Seguramente el pueblo de 
Colonia me saque de esta Comisión, pero por lo menos continuaré por tres o cuatro meses más. 


(Hilaridad.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 16 y 42 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


